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SEÑORA PRESIDENTA (Cecilia Cairo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida al señor comisionado parlamentario para el Sistema 
Carcelario, doctor Juan Miguel Petit. 


Se ve que hubo una confusión, y vamos a tratar de subsanarla. Hay un proyecto de 
ley sobre adicciones que fue presentado por el diputado Sodano -que no está, pero no 
importa; me dicen que está demorado en la ruta- y, específicamente en lo que refiere a 
las cárceles, nos gustaría saber cuál es la posición del comisionado parlamentario. 


SEÑOR PETIT (Juan Miguel).- Muchas gracias por la invitación a los legisladores y 
las legisladoras. Es un gusto conversar con ustedes. 


Estuvimos conversando en la Comisión Especial de Seguimiento de la Situación 
Carcelaria y también en las de Derechos Humanos y Salud Pública y Asistencia Social, 
pero es la primera vez que vengo a esta Comisión. 


El tema de la transgresión, la seguridad y la construcción ciudadana adquiere 
múltiples dimensiones. La dignidad humana está integrada por una cantidad de 
dimensiones y, por lo tanto, es imposible abarcarla con una sola línea de trabajo o 
enfoque. Así que es bienvenida esta citación para poder intercambiar con ustedes. 


Sin duda que el tema del consumo problemático de sustancias está vinculado 
directamente a la transgresión penal y, en definitiva, a las personas que son enviadas al 
sistema de ejecución penal, ya sea con una medida alternativa o con una de privación de 
libertad. Creo que es importante tener presente que el sistema penitenciario debe 
concebirse en esas dos facetas: la cárcel, que es la privación de libertad más intensa que 
conocemos; y las medidas alternativas, que también son una privación de libertad A 
nosotros, culturalmente, todavía nos cuesta muchísimo, como ha costado en buena parte 
del mundo, aceptar que hay otras alternativas a la cárcel y que la cárcel no es la única 
solución a la transgresión penal. Tenemos un sistema absolutamente colapsado, inviable, 
insostenible financieramente e impresentable desde el punto de vista de los derechos 
humanos, por su colapso, con una cantidad de población que desborda la capacidad de 
rehabilitación, la capacidad técnica y la capacidad de los funcionarios. Por más esfuerzos 
que se han hecho y que se hacen -son muy notables muchas de las acciones que se 
realizan y la proactividad que tienen los funcionarios y las autoridades del sistema 
penitenciario-, el altísimo nivel de prisionalización que tiene Uruguay nos coloca ante un 
problema que desde el punto de vista financiero es absolutamente inabordable para el 
país. Estamos en el puesto número doce en el mundo en cantidad de personas privadas 
de libertad. Antes que nosotros hay cuatro o cinco países insulares de características 
muy particulares. Entre los países continentales, Uruguay está en el octavo lugar y algo 
que es bastante sorprendente es que no es el octavo país más inseguro del mundo ni 
muchísimo menos. Uruguay tiene problemas de inseguridad y delito, pero está muy lejos 
de ser un lugar en el que campee el delito, el crimen organizado o el crimen organizado 
transnacional, por distintos motivos. Entonces, esa prisionalización nos muestra que 
estamos resolviendo problemas sociales con medidas penales. Por ejemplo, hay 
aproximadamente doscientas personas privadas de libertad por tentativa de hurto sin otro 
delito asociado. Por supuesto que está muy mal tentar un hurto, pero obviamente la 
prisión no es una solución. 


Según los estudios de diagnóstico que tiene el Instituto Nacional de Rehabilitación, 
que se hacen al ingreso de la persona a la cárcel -se aplica un protocolo de riesgo que se 
llama Oasis, que es un protocolo internacional que está en buena parte de los sistemas 
penitenciarios, que mide algunos índices de riesgo de las personas-, cerca del 25 % de 
las personas que ingresan al sistema penitenciario tiene riesgo bajo de volver a cometer 


De 


un delito, agredir a terceros o autoagredirse. Eso genera que muchas veces tengamos en 
la cárcel personas que no deberían estar, que no van a tener tratamiento, que tienen 
altísimo riesgo de empeorar su situación -ni qué hablar de lo familiar, laboral y social- y 
que muchas veces tienen riesgo de vida. Es absolutamente dramático ver personas que 
entran por un delito leve y a veces terminan heridas de gravedad en la cárcel. Hay 224 
personas por año -está en el informe nuestro de 2021; algunos legisladores me lo 
pidieron en papel y estamos terminando de imprimirlo para hacérselos llegar esta misma 
tarde- que salen de la cárcel y son internadas en hospitales por agresiones o 
autoagresiones. Hay otra cantidad que son atendidas en la cárcel y a veces inclusive 
deben ser intervenidas con cirugías locales; también hay otras que no lo denuncian. 


Entonces, la cárcel no es un lugar sano. Haciendo una traslación a la política de 
salud podemos decir que el hospital no es el lugar más sano, sino que es un lugar en el 
que hay contagios y se generan interacciones que son negativas desde el punto de vista 
de la salud. Muchas veces la internación es necesaria, pero cuanto menor sea la estadía 
en un hospital -como lo demuestran las ciencias médicas-, más se pueden evitar las 
enfermedades. Acá es lo mismo. La gran cantidad de presos que tiene Uruguay no es 
una señal de salud ni es una buena noticia, sino que es preocupante porque además, al 
tener esa enorme cantidad de población penitenciaria, no se va a poder brindar 
tratamiento y rehabilitación a los que más lo necesitan, que son los más peligrosos. Es tal 
la masa de población que no podemos discriminar quién es quién, y muchas veces 
terminan recibiendo rehabilitación los que se van a rehabilitar solos, porque son los que 
tienen mejor perfil para estudiar, para hacer deporte, etcétera. Sin embargo, los que están 
más destruidos, abandonados y perdidos son los que menos rehabilitación reciben, con lo 
cual es como tener un hospital que atiende a los que tienen un cuadro leve, que va a 
evolucionar positivamente por sí solo. Por lo tanto, eso requiere un enorme esfuerzo. 


Hay un artículo de la Ley N* 19.889, respecto al cual el Comité contra la Tortura de 
Naciones Unidas volvió a pedir a Uruguay que el año que viene presente una estrategia 
nacional criminal y penitenciaria. Nosotros, desde nuestro pequeño rol, insistimos para 
que eso esté arriba de la mesa y que tanto el Consejo de Política Criminal y Penitenciaria 
-de novel creación- como el Ministerio del Interior, que es la figura que tiene la rectoría en 
estos temas, impulsen una estrategia nacional penitenciaria en la cual todos los temas 
que tienen que ver con la privación de libertad puedan tener un plan estratégico y una 
línea de acción con ciertos acuerdos y líneas comunes. 


SEÑORA REPRESENTANTE OLIVERA PESSANO (Ana María).- ¿A qué artículo 
se refiere? 


SEÑOR PETIT (Juan Miguel).- Me refiero a un artículo de la Ley de Urgente 
Consideración que establece la Estrategia Nacional Penitenciaria. Creo que es el 
artículo 65, pero me puedo equivocar. Es un artículo que fue votado por todos los 
partidos, que no fue sometido a referéndum y, por lo tanto, fue acordado de manera 
masiva. 


En este marco, el tema de la adicción es central. No hay que pensar en soluciones 
para la cárcel, sino para la comunidad. Los problemas de las cárceles son idénticos a los 
de la comunidad. No hay personas ni relaciones humanas diferentes. Son las mismas 
personas y las mismas relaciones humanas sometidas a una presión diferente y a un 
grado de carencias distinto. Los países que lograron encaminar estas cuestiones no 
separaron políticas para la cárcel y políticas para la comunidad, sino que trataron de que 
las políticas para la comunidad ingresaran en las cárceles, y que no sea una autopista 
que llega hasta la puerta de la cárcel y siga de largo sin entrar. 
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La adicción es un fenómeno que está presente en una altísima parte de las 
personas que cometen delitos, como muestran los estudios de la Junta Nacional de 
Drogas. Muchas personas cometen delitos por su relación con las sustancias, ya sea 
porque las consumen, delinquen para poder consumirlas o se enganchan en relaciones 
de riesgo, dependencia, explotación y uso, por parte de personas que los captan para la 
comisión de delitos vinculados con el microtráfico o de mayores cantidades. Por lo tanto, 
pensar en el consumo problemático es fundamental, pero no solamente a la hora de 
pensar en la rehabilitación o en la modificación del sistema penitenciario, sino a la hora 
de pensar en la ciudadanía y en cultura. Sabemos que, lamentablemente, la instalación 
de una narcocultura lleva a la instalación de una necrocultura, que es una cultura de la 
muerte, el homicidio y la destrucción; ahí la muerte del otro se transforma casi en una 
decisión banal, que a veces no es extrema, por un conflicto extremo, sino que por una 
situación baladí, un simple intercambio de palabras, por una deuda menor o por un 
enfrentamiento de relaciones interpersonales, afectivas o familiares, eliminar al otro se 
vuelve algo que está al alcance de la mano. El factor de la adicción y este mecanismo 
que proveen las sustancias para muchas personas jóvenes que han salido rebotadas del 
sistema educativo, es el gran combate que tiene el Estado hoy por delante. Son modos 
"bombas de succión". Hay una "bomba de succión" en toda esa cantidad de jóvenes que 
llega hasta sexto de escuela o primero de liceo con dificultad y luego no puede continuar 
los estudios, para los cuales muchas veces las respuestas sociales se acotan. Uruguay 
ha desarrollado muy buenas respuestas, de larga data, en la infancia de O a 3 años o de 
0 a 5 años, como los centros CAIF y los clubes de niños, pero a partir de los 15 años, si 
bien hay centros juveniles, la oferta decae. La variedad, la calidad y la profundidad de la 
oferta decaen. Entonces, en los barrios más vulnerables y pobres encontramos a 
preadolescentes y adolescentes de hogares que muchas veces son monoparentales y 
con familias desbordadas por la dificultad, que tienen muchos más problemas para 
encarar que los recursos para resolverlos, que encuentran en la microventa de sustancias 
una promesa de un lugar en la vida, poder, reconocimiento y un lugar ciudadano que es 
obviamente muy negativo. 


En definitiva, me parece que es muy bueno que se discuta esto en un proyecto de 
ley. No quiero hacer un pronunciamiento técnico y si el proceso sigue, pediría hacer un 
informe por escrito. En principio, diría que valoro positivamente esta presentación porque 
el tema es realmente importante. 


Pensando en la población penitenciaria, en Uruguay no tenemos mecanismos ágiles 
para atender el consumo problemático de sustancias. Tenemos otros problemas como el 
hacinamiento, la violencia -sobre todo en los centros metropolitanos-, la banalización 
cultural de la droga y del delito de su venta, etcétera, pero tenemos muy pocos 
mecanismos de tratamiento dentro del sistema penitenciario y muy pocos mecanismos 
para derivar a las personas a efectos de que sean tratadas. 


Uruguay tiene un mecanismo de justicia terapéutica. Nosotros empezamos a 
estudiar el tema viendo las experiencias de justicia terapéutica en otros países. En 
Uruguay, en el Código de Proceso Penal encontramos los mecanismos suficientes para 
que cualquier persona que esté sometida a un juicio penal pueda ser tratada en la cárcel 
o fuera. De hecho, hay muchas personas que cumplen su condena, que no terminan de 
entrar a la cárcel o que salen de la cárcel y cumplen su condena en una comunidad 
terapéutica, en un centro terapéutico, en una clínica de rehabilitación, etcétera. No 
obstante, hay un problema: son muy pocos esos lugares y son caros; por lo tanto, la 
persona tiene que poder pagarlos o conseguir algún tipo de beca o beneficio vinculado a 
alguna organización religiosa o de beneficencia que pueda hacerse cargo de eso. 
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Nosotros imaginamos un sistema en el cual el Estado pueda hacerse cargo de eso. 
Por ejemplo, teniendo en cuenta el primer estudio presupuestal que hicimos nosotros, 
que nos dio que el sistema penitenciario en este momento gasta aproximadamente 
$ 40.000 por mes en cada persona privada de libertad -se podrá discutir si es mucho o es 
poco-, podemos decir que hay muchos centros de rehabilitación que por ese dinero o una 
suma parecida podrían atender a tiempo completo a una persona con problemas de 
adicciones. Es más, de hecho hay algunas comunidades que cobran menos que eso a las 
familias, para tener a las personas, inclusive hay algunas personas condenadas por 
delitos que reciben tratamiento en esos lugares. Lo que no tiene el Estado a nivel de 
población adulta es lo que tiene a nivel de la justicia juvenil, o sea poder derivar a esa 
persona a un centro en el que pueda tener tratamiento para su adicción y cumplir su pena 
allí. Hemos conversado algunas de estas cuestiones en la Comisión Especial de 
Seguimiento de la Situación Carcelaria para tratar de regular al respecto. Sería mucho 
más razonable desde el punto de vista de los derechos humanos, de la seguridad pública, 
de la salud pública y de la eficiencia del sistema, que esas personas no vayan a una 
cárcel en la que no van a recibir tratamiento, sino oferta de drogas, van a tratar de ser 
vinculadas por otros grupos delictivos más hundidos y las van a comprometer aún más. 
Allí hay una omisión importante del Estado en cuanto al derecho al tratamiento de las 
personas. 


Es un gran punto sobre el cual creo que hay que dialogar mucho con Salud Pública, 
como organismo rector, y con ASSE, que es el organismo asistencial que tiene los 
recursos para dar asistencia. Reitero que se debe dialogar con el Ministerio de Salud 
Pública como organismo rector porque el Estado tiene que jugar el rol de liderar y 
establecer las pautas, y también abrir el juego para la sociedad civil. El Estado, en cierta 
medida, tiene que negarse a sí mismo para poder fortalecerse, porque no lo puede hacer 
todo; eso lo vemos en todas las áreas: desde la construcción de carreteras y la 
administración de peajes, hasta la cirugía de alta especialización y los transplantes, en 
los que el Estado recurre a privados -ya sea profesionales, organizaciones no 
gubernamentales, organizaciones técnicas, etcétera-, para hacer mejor aquello que no 
puede hacer por sí mismo o para lo que requiere el aporte de otras entidades. Por eso, 
aquí el Estado es muy importante y es muy bueno legislar en eso. Estuvimos trabajando 
desde nuestro rol y hablando con todas las partes. Incluso, tenemos un grupo de trabajo 
sobre adicciones en el cual, entre otras cosas, estamos impulsando esto para que las 
autoridades puedan ver que hay que crear mecanismos a efectos de que se puedan 
derivar fondos para el tratamiento de las personas, a fin de que si una persona comete un 
delito leve o moderado y tiene un perfil adecuado, no vaya a una cárcel, sino a un centro 
de tratamiento y que el Estado pague para que esté en ese lugar. 


A título informativo, comento que estamos haciendo presentaciones, que es una 
innovación de los últimos dos años de la oficina, y también la aplicación de normas del 
Código de Proceso Penal. Nosotros nos estamos presentando como amigos curiae, como 
amigos de la Corte, ante jueces, y lo hicimos ayer en un caso de salud ante la justicia de 
ejecución. En el año 2021 hicimos treinta y siete presentaciones a juzgados, y muchas de 
ellas fueron pidiendo que la persona sea derivada a un centro de tratamientos de salud 
mental para su adicción. Hemos ganado y hemos perdido; en muchos casos no lo hemos 
logrado, pero en otros sí lo hemos logrado. Además, mantenemos reuniones mensuales 
con los jueces -en el interior con los jueces de ejecución- tratando de exhortar, 
sensibilizar y debatir sobre las posibilidades de la justicia terapéutica, porque si bien 
Uruguay no tiene juzgados con ese nombre, hay mecanismos que permiten la terapia. 


Veo que llegó el diputado Sodano, autor de este proyecto. 
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Reitero que me parece una iniciativa muy positiva. No quiero pronunciarme en 
detalle sobre el articulado. Me gustaría poder trabajarlo un poco más, pero me parece 
una iniciativa positiva sobre la que habrá que trabajar en las comisiones que corresponda. 


Quisiera hacer un par de acotaciones, simplemente, a cuenta de un mayor 
intercambio. 


Creo que hay que concebir como población objetivo todas aquellas personas 
sometidas a un proceso de ejecución penal, o sea, personas que están condenadas por 
un delito que tienen una medida alternativa, que algún día esa medida alternativa va a ser 
la cárcel. Hace unos días nos decía un criminólogo de Texas, Estados Unidos, que en 
muchos ámbitos ya se empieza a hablar de en cuanto a medidas alternativas, la medida 
alternativa es la cárcel. La primera medida es que la persona vaya a una clínica de 
rehabilitación, a un centro de reeducación, que cumpla medidas de resarcimiento en la 
comunidad, de trabajo en la comunidad, de reparación del daño, y se reserva la cárcel 
para los delitos que realmente son importantes. Ellos nos decían que hay que llevar a la 
cárcel no a aquellos que nos dan rabia, sino a aquellos que nos asustan. No al que te 
roba la birome o la billetera, que es muy malo, da mucha rabia y que puede tener otro 
tratamiento, pero sí a aquella persona que invade una vivienda, realiza un copamiento, un 
homicidio, un acto de terrorismo o lo que fuere. Ese es todo un debate. 


Creo que la población toda debe incluir además a aquellas personas que están en 
prisión preventiva; porque también las normas internacionales admiten el tratamiento para 
las personas que están en prisión preventiva. 


Es muy importante incluir el concepto del derecho al tratamiento. Nuestra oficina he 
trabajado sobre eso. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos que Uruguay, 
obviamente, aprobó y está en nuestra matriz constitucional, con la idea de que la cárcel 
no es para torturar, sino para reeducar, rehabilitar y evitar el delito, es la idea de que el 
sentido de la cárcel es dar tratamiento a las personas. Es permitir el ejercicio de sus 
derechos: acceder a educación, cultura, deporte, familia, comunicación, participación, 
capacitación, capacitación profesional y -obviamente- salud integral y mental, que incluye 
el tratamiento de las adicciones. 


Por lo tanto, la persona que está en prisión preventiva tiene derecho a ser asistido. 
Ni qué hablar las personas que están con medidas alternativas; ahí hay un tema muy 
importante a regular, ya que muchas veces la persona accede por razones de salud, de 
edad, por su condición médica o por -como lo establece el artículo 228 del Código del 
Proceso- circunstancias excepcionales; por ejemplo, si se trata de una persona que tiene 
cinco hijos a su cargo o tres hijos a su cargo y dos personas con discapacidad, esa es 
una situación excepcional; entonces, se le posibilita una prisión domiciliaria. Pero si esa 
persona no puede trabajar, asistirse, si no puede tener tratamiento, esa prisión 
domiciliaria se transforma -como había dicho una contraparte nuestra- en celdas 
dispersas por todo el territorio. Si en la prisión domiciliaria no tiene tratamiento, la casa se 
transforma en una celda que está en medio de un barrio, porque la persona está en su 
casa, pero no puede ir a una clínica. Muchas veces hemos hecho presentaciones ante la 
Justicia para que la persona pueda salir del domicilio a recibir el tratamiento. 


Me parece que una nueva institucionalidad en este tema puede ser positiva. Es una 
buena idea incorporar a todos estos organismos que tienen que ver con el tema, para que 
sean un acicate, un catalizador e impulsen medidas al respecto. 


Me gustaría pensar y trabajar un poco más los dos roles: el rol de orientación, de 
generación de políticas y de supervisión, y el rol de asistencia. Me da la impresión que allí 
hay algún tema que hay que trabajar en la ley, en el sentido de sí crear una 
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institucionalidad que impulse la temática, que supervise, que establezca pautas, que 
controle, que estudie, que realice investigaciones, pero en las tareas asistenciales es 
importante fortalecer a aquellos que ya por mandato legal tienen que hacerlo, 
fundamentalmente, los prestadores de salud. 


Después, me parece muy positivo todo lo que se establece como impulso a las 
medidas alternativas para personas que hayan cometido delitos y que hayan estado 
vinculadas al consumo. Obviamente, hay que hacer un proceso con la persona. 
Actualmente, nosotros tenemos una lista de unas treinta personas -esperemos llegar a 
más- que quieren el tratamiento y no lo están recibiendo. Estamos haciendo 
presentaciones ante el Poder Judicial y ante ASSE, para que aquel le señale a ASSE la 
importancia de esos tratamientos. 


En definitiva, me parece muy positivo todo lo que se plantea, como la obtención de 
una medida sustitutiva o poder postularse a una medida sustitutiva cuando la persona va 
a ser tratada por su adicción. Me parece que los artículos 17, 11, 9 y 10 tienen cosas muy 
interesantes en la materia. 


Tengo algunas dudas en cuanto al artículo 13 y me gustaría estudiarlo un poco más, 
porque con respecto a la supervisión yo creo que hay que separar la asistencia directa de 
lo que sería este nuevo rol institucional; de lo contrario, se puede estar creando un 
organismo que va a necesitar una cantidad de recursos que se pueden duplicar con 
organismos existentes. 


Otra cosa es tener un organismo que sea potente, que sea multiinstitucional, que 
tenga una labor de fiscalización, de generación de políticas, de coordinación, de 
articulación, pero la asistencia y sobre todo la verificación de los tratamientos creo que 
corresponde a los organismos que lo ejecutan; en todo caso, deberán informar a la nueva 
institucionalidad lo que se está haciendo para que esta pueda tener equipos técnicos que 
evalúen en forma general lo que allí está ocurriendo. Me parece que es un tema a pensar 
un poco más. 


En términos generales, esta me parece una iniciativa muy positiva en la que habrá 
que seguir trabajando. Si sigue en el ámbito de esta Comisión, con mucho gusto haría 
llegar un documento más articulado sobre este punto. 


Por mi parte, muchas gracias y bienvenida la iniciativa, porque es un tema clave no 
solamente para la transformación del sistema penitenciario, sino para nuestra integración 
ciudadana, sobre todo en aquellos sectores más vulnerables donde se reproduce buena 
parte de nuestra población. Nuestra infancia y adolescencia está siendo allí azotada por 
esa nueva leva que es el narcotráfico, la narcocultura y el consumo, frente a los cuales el 
Estado tiene que fortalecerse porque es una competencia que se da palmo a palmo, y 
hay que ser muy audaces e innovadores, ya que los problemas son muy dinámicos. 


SEÑORA REPRESENTANTE OLIVERA PESSANO (Ana María).- Primero que 
nada, muchísimas gracias por el aporte. Seguramente, no ha pasado por esta Comisión, 
pero podremos invitarlo nuevamente porque esta es una temática que, si bien no es 
específica de esta Comisión, abarca muchísimos aspectos que usted planteó que sí 
tienen que ver con nosotros, por ejemplo, los temas de adolescencia. 


Quisiera saber si todo eso está reflejado en el informe que usted nos hace. Yo tomé 
bastantes notas pensando en las cosas que uno tiene que hacer o aportar. Usted decía 
que sobre el tema de la estrategia nacional penitenciaria hay un informe del relator de 
Naciones Unidas, ¿eso fue lo que dijo? Discúlpeme, es para precisar. 
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SEÑOR PETIT (Juan Miguel).- Es muy parecido. Es el Comité Contra la Tortura de 
Naciones Unidas. En la última sesión a la cual asistió Uruguay -yo participé 
personalmente así como integrantes de los tres Poderes del Estado-, una de las 
recomendaciones fue, justamente, seguir esa estrategia nacional penitenciaria, que es 
parte de los temas que nosotros estamos impulsando. 


En criminalidad lo veníamos impulsando desde antes, pero creo que es una muy 
buena señal que el Comité Contra la Tortura de Naciones Unidas lo haya expresado. Ya 
es ley en nuestro país. Creo que está en la agenda del Consejo de Política Criminal del 
Ministerio del Interior, pero me parece que es importante avanzar en eso porque los 
problemas se mueven, entonces, nosotros también tenemos que movernos a una 
velocidad superior a la de los problemas. 


SEÑORA REPRESENTANTE OLIVERA PESSANO (Ana María).- ¿Usted tiene el 
número de personas privadas de libertad y la cantidad que en realidad no deberían estar 
en esa situación, sino que lo lógico hubiera sido que fueran derivadas para una atención 
del tema adicciones? Esas son mis dos preguntas. 


SEÑOR PETIT (Juan Miguel).- Yo creo que en el informe 2021 están bastante 
contenidos estos temas. Es un informe que, además, tiene varios anexos, uno de ellos 
vinculado a la prisión de las mujeres, al tremendo impacto que tiene el narcotráfico y a 
una legislación que sigue siendo muy dura con respecto al narcotráfico, que a veces no 
distingue lo que puede ser una pequeña introducción de droga a la cárcel de un gran 
proceso de venta. 


Los números que tenemos no están al día. Los estudios del ingreso de las personas 
a la cárcel, ese cuestionario Oasis, no está digitalizado; por lo tanto, no es posible tener al 
día cuál es el porcentaje de la gente que le dio riesgo bajo o medio. Eso fue una 
evaluación que hizo el Instituto Nacional de Rehabilitación en 2018: era una cifra de entre 
el 20% y 25% de personas que tenían riesgo bajo. Eso está en nuestros informes 
anteriores, después les puedo pasar la copia de esa parte. Se lo rastreo con precisión. Es 
algo que rompe mucho los ojos cuando uno habla con las personas y ve la extensión de 
las penas; hay penas de tres meses, seis meses, un año, en las cuales hasta hay un 
código no escrito. Es un círculo vicioso que rompe las buenas voluntades que tienen 
muchas veces las autoridades y los funcionarios, porque el aumento de la población 
penitenciaria hace que los recursos que están disponibles no alcancen a cubrir a toda la 
población. Por ejemplo, hace poquito estuvimos en el Penal de Libertad donde este año 
hubo una demanda importante de cupos educativos. Más o menos se pudo dar respuesta 
a la mitad de las demandas de los privados de libertad, pero si hubiera habido docentes 
para el cien por ciento, no habría habido manera de atender esa población porque no 
había funcionarios ni aulas suficientes para dar respuesta. Hicimos una solicitud, que está 
teniendo buena respuesta. Se va a consolidar ahora. Pedimos un refuerzo de docentes al 
Codicén. Con esto quiero significar que los recursos disponibles en la cárcel -por una 
regla no escrita pero aplicada en la cultura penitenciaria- suelen ser usados por aquellos 
que tienen penas más largas. Es como una norma de compañerismo: a quien tiene una 
pena más larga es a quien se le deja la comisión para que redima penas o para que pase 
un poco mejor su período carcelario. Aquellas personas que van por seis meses o un 
año, ya están para salir; por lo tanto, no van a acceder a esas oportunidades de 
rehabilitación que hay. 


En el caso de esas personas que cometieron un delito, pero que tienen un perfil de 
apoyo familiar, si no fue un delito de sangre contra terceros, no tuvo una modalidad 
agravada, hay una manifiesta incidencia de la adicción, es decir, se da un conjunto de 
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factores -también la edad-, se puede valorar que hay mucho mejor perspectiva de no 
reincidencia fuera de la cárcel que en la cárcel. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias. 


Tiene la palabra el diputado Sodano, recordándole que los próximos invitados ya 
están esperando. 


SEÑOR REPRESENTANTE SODANO (Martín).- Muchas gracias, presidenta. 
Entiendo lo acotado del tiempo, como me lo marcó la presidenta. 


Señor comisionado: le quiero hacer dos consultas que tienen que ver con esto de 
las medidas alternativas, los centros de rehabilitación y los centros de atención. 


El proyecto habla de crear dos centros: para los que tienen penas carcelarias y para 
los que tienen penas penitenciarias. Está dividido en dos centros. 


Hay algo que creo que estaría bueno que la Comisión sepa: es cuál es la diferencia 
y el problema que tenemos hoy en el sistema entre el INR y ASSE con los que son 
imputables y los inimputables. 


Hay una nebulosa de personas que están en un conflicto por problemas de salud 
mental, que para algunos tienen que estar en la cárcel y para otra institución tienen que 
estar en el hospital. Creo que esas medidas también tienen que ver con este proyecto. 
Más allá de la adicción, el proyecto habla de los centros de salud mental, que son dos. 


Aparte de eso, también me gustaría hacer hincapié en algo que a mí me lo ha 
enseñado y le doy gracias por eso: el tema de la reforma de Texas. Uno en esto se basa 
en lo que es la reforma, en un sistema que funcionó -como bien decía usted-: que la 
medida alternativa sea la cárcel y no un centro de rehabilitación. 


Hay algo que tenemos que entender como Uruguay: las diferentes posiciones 
políticas entre lo que generó Estados Unidos y lo que nosotros queremos tratar de 
generar. Porque también hay una diferencia de presupuesto. 


Hoy tengo entendido que, si se dividen los gastos entre la cantidad de personas 
privadas de libertad, la inversión o el costo por privado de libertad hoy sería de unos 
US$ 850 en Uruguay; mientras que Estados Unidos invierte US$ 15.000 en cada uno. 
Creo que esa diferencia es la que hace la diferencia de los cambios de programas y que 
Estados Unidos, invirtiendo US$ 450.000.000, tuviera un ahorro de US$ 1,5 billones y 
cerrara 10 cárceles, como lo hizo. 


Hay una ruta, hay un trabajo que está reflejado y que demuestra que los centros de 
atención de medidas alternativas y la rehabilitación para los delitos menores cometidos 
por adicciones tienen una vuelta atrás, se puede bajar la reincidencia. Los números están 
demostrados si empezamos a estudiar el reflejo de países que lo vienen haciendo hace 
más de diez años. 


Con base en eso, me gustaría que la Comisión tuviera presente, para evaluar, la 
diferencia que hay con esa burbuja de pequeña cantidad de personas, pero que ha 
generado grandes problemas en las dos instituciones. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PETIT (Juan Miguel).- Gracias, diputado y demás integrantes. 


El tema es que el principio de las reglas mínimas para tener entre los reclusos, el 
principio rector de la salud en las cárceles, es que el nivel de atención de salud en la 
cárcel tiene que ser igual al que hay en la comunidad. Uruguay pegó un salto muy 
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importante en materia de salud penitenciaria a partir de fines de 2009, pero sobre todo a 
partir del 2010, cuando ASSE ingresa al sistema penitenciario. Anteriormente, la salud 
era ejercida por Sanidad Policial. No es porque sus técnicos fueran malos, sino que era 
un sistema sanitario sometido a jerarquía y que tenía muy pocos recursos. Venía de 
nuestro viejo sistema carcelario, de 2.500 internos, con menos violencia, con menos 
conflictos. Recuerdo visitar la cárcel de Punta Carretas en 1984 y ver que cada preso 
tenía su celda, su taller, su artesanía e iba al médico -en ese entonces estaba el viejo 
hospital penitenciario- cuando tenía una afección; porque no era tan común como ahora 
ver personas heridas, golpeadas, etcétera; obviamente, la sociedad cambió mucho. 


El ingreso de ASSE a la cárcel es un proceso que no terminó; lamentablemente, es 
así, sigue inconcluso. ASSE sigue cubriendo, más o menos, el 65 % de la población 
penitenciaria, sobre todo en el área metropolitana y en la cárcel de Rivera. Por eso, el 
planteo fundamental que venimos haciendo es que ASSE cubra todo el sistema. 


Con respecto a la salud mental, si la persona es inimputable, no va a la cárcel. Sin 
duda, en ese sentido hay temas para trabajar, ya que se debe analizar cómo se realiza 
esa medición y esa evaluación. Además, tenemos que debatir algunas otras cosas, sobre 
todo los profesionales, los abogados, los psiquiatras -sobre todo ellos- y los psicólogos 
que trabajan en eso, porque hay cambios en el mundo y determinado tipo de 
enfermedades tienen que ser valoradas como invalidantes, porque las personas no 
pueden valerse según su voluntad. 


Lo que ocurre muchas veces era que las personas que entran a la cárcel siendo 
imputables, es decir, que pueden valorar la antijuridicidad de su acto y orientarse según 
su autonomía y voluntad, tienen patologías no detectadas, en estado potencial, y el 
impacto de la cárcel las lleva a desarrollar esas enfermedades. La privación de libertad, la 
soledad, la angustia, el estrés, el estado de alerta permanente, la falta de actividades 
estimulantes, la falta de relacionamiento social y un conjunto de factores las hace 
desarrollar esas patologías. En realidad, está más que estudiado que la cárcel tiene un 
impacto sobre la salud mental de las personas, y es algo que debe ser valorado. 
Entonces, muchas veces las personas que están en la cárcel desarrollan un problema de 
salud mental importante; sin ir más lejos, una depresión o un estado de ansiedad, y la 
adicción se vuelve una válvula de escape. 


Por lo tanto, es muy importante que ASSE tenga esos recursos, porque si bien tiene 
que desplegarse más en la comunidad en materia de adicciones, también es importante 
que tenga un mayor desarrollo en la cárcel. 


Por otra parte, no se puede decir que en la cárcel no hay respuestas con respecto a 
las adicciones; hay algunas respuestas, y ASSE tiene equipos de seguimiento y algunos 
operadores terapéuticos. Además, Sanidad Policial, generalmente, hace algún convenio 
en las cárceles en las que está, tiene médicos contratados o convenia con el hospital 
local; de todos modos, la respuesta de Sanidad Policial es menor que en ASSE. De 
cualquier manera, lo que tiene ASSE en materia de salud mental y adicciones es muy 
poco todavía. O sea que, estrictamente, tratamientos con seguimiento de un período 
mediano hay muy pocos. Por ejemplo, había algunos grupos terapéuticos u operativos 
-todavía los hay, pero son muy pocos; los he visto funcionando porque he asistido- en los 
que algunos internos se reunían una vez por semana, durante períodos de varios meses, 
para dialogar con un operador en adicciones o con algún técnico, pero eso es 
insuficiente. 


¿Es posible dar cobertura en adicciones a las 14.400 personas privadas de libertad? 
Eso es imposible financieramente, pero, sin duda, hay que aumentar el piso que existe 
actualmente. Yo creo que -aunque hay muchos temas que son discutibles- hay ciertas 
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cosas que ya están probadas. Si uno de nosotros, por ejemplo, tiene presión alta, pero 
tiene sobrepeso, almuerza con picante y chorizo todos los días, no hace ejercicio, está 
estresado y está angustiado, obviamente, la presión no va a andar bien; pero es muy 
probable que si empieza a hacer deporte, baja de peso, analiza sus problemas, se 
modera un poco, etcétera, mejore. Entonces, acá pasa lo mismo: si se cuenta con 
medidas alternativas, con tratamientos de la salud mental y de las adicciones y se trabaja 
en el egreso, este problemón que tenemos debería bajar. Por supuesto, no se va a 
solucionar cien por ciento, porque en ningún lugar sucede, pero lograríamos que no se 
generara esta realidad continua -no diría una amenaza- que es una fuente de problemas 
para la salud y la seguridad pública. 


SEÑORA REPRESENTANTE LUSTEMBERG (Cristina).- Nosotros habíamos 
hecho un informe prelimitar para hablar en el marco esta Comisión, pero capaz que 
después podemos seguir trabajando, porque creo que este proyecto de ley pone el tema 
en la agenda. Sin duda, hay que hacer algo, porque -yo tengo algunos datos relevados; 
analizamos con el equipo artículo por artículo- hoy no hay un plan de prevención y 
tratamiento en la cárcel. Si bien hay Narcóticos Anónimos y Alcohólicos Anónimos, eso es 
muy poco, no hay una estructura de funcionamiento. 


El proyecto propone modificaciones hasta de los primeros artículos del Código 
Penal, por lo que hay que ver la institucionalidad, ya que hablamos de cosas que antes 
eran competencia de la Oficina de Supervisión de Libertad Asistida y que ahora pasarían 
a conjugar otra institucionalidad. 


Por otra parte, tengo un dato que quería corroborar con el señor Petit, porque el otro 
día lo repetí y no estoy segura. Dice así: ocho de cada diez son usuarios problemáticos 
de drogas, y casi siete de estas ocho personas, en los últimos seis meses, han tenido el 
uso de drogas como su principal ocupación. 


Estos datos los sacamos de la Subdirección Técnica del INR. ¿Esos datos son así 
en los 14.000? 


SEÑOR PETIT (Juan Miguel).- Yo creo que esos datos son de un estudio que hizo 
la Junta Nacional de Drogas y que fueron manejados por la Subdirección Técnica del 
INR; nosotros también los manejamos en un informe hace dos años. Obviamente, no 
están actualizados, pero son ciertos. 


Por otra parte, hay otra cosa que creo que es muy importante con respecto a la 
cárcel. En realidad, no solo se trata de contar con dispositivos que deban ser llevados 
adelante por ASSE, porque no es un tema exclusivo de la salud, sino que es algo integral. 
Por tanto, si no hay buenas condiciones generales, el problema no se va a solucionar. 
Por ejemplo, si una persona tiene una familia que está rebosante de problemas, vive en 
una casa que se cae abajo de problemas, de violencia y tensiones, por más que vaya al 
mejor psiquiatra del mundo una vez por semana, o a la mejor clínica del mundo, no va a 
poder sobrellevar todo eso. Entonces, aunque tengamos una cantidad de programas en 
el sistema penitenciario, si no se mejoran las condiciones generales de convivencia, si no 
tenemos menos hacinamiento y salidas al patio, no solucionamos nada. Si una persona 
no sale al patio, de nada sirve que salga una vez por semana a un grupo de Narcóticos 
Anónimos. En ese hacinamiento lo van a boicotear los compañeros, algunos funcionarios 
y todo el mundo. También lo van a estimular, y le van a decir que vaya; además, muchos 
funcionarios van a luchar para que vaya al espacio educativo o al espacio deportivo, pero 
va a haber una sobrepoblación que lo va a boicotear. Eso es lo que ha llevado a que los 
grupos de Narcóticos Anónimos no se instalen: hay personas que los boicotean, venden 
sustancias, trafican con ellas y manipulan a las personas porque no les resulta favorable 
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para su negocio que se liberen o hablen de eso. Entonces, la mejora general de las 
condiciones de convivencia penitencia es fundamental para que pueda haber tratamiento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que quedó claro el proceso. 
(Diálogos) 
———Quedó muy claro lo que nos planteó el comisionado parlamentario. 


Agradecemos mucho su participación y la Comisión verá cómo sigue trabajando con 
respecto a este tema tan particular. 


SEÑOR PETIT (Juan Miguel).- Quedo a sus órdenes. 


Si la Comisión sigue tratando el tema, me gustaría mucho acercar por escrito 
algunos comentarios con respecto a algunos puntos del articulado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quizás pueda hacernos una devolución, aunque vamos a 
discutir si el proyecto de ley debe analizarse en esta Comisión o en la Comisión Especial 
de Adicciones. 


SEÑOR PETIT (Juan Miguel).- Entonces, quedo a la espera de esa resolución para 
no traerles trabajo de más. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está bien que lo envíe por escrito. 
Muchas gracias. 
(Se retira de sala el comisionado parlamentario, doctor Juan Miguel Petit) 


——-—Debemos recibir a otros invitados para hablar de otro tema, pero vamos a hacer 
una síntesis de lo que pasó ahora. 


Me parece bien que el comisionado nos envíe por escrito lo que considera que 
debería ajustarse en este proyecto de ley, pero creo que la Comisión Especial de 
Adicciones tiene mucho que ver con este tema, no solo la Comisión Especial de 
Población y Desarrollo. Por tanto, si les parece, es algo que tenemos que conversar. 


